
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 
 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D.C., Doce (12) de julio de dos mil veintidós (2022.). 
 

Ref. Acción de Tutela. No. 11001-31-03-0008-2022-00301-00 
 

Procede el Despacho a proferir el respectivo fallo dentro del trámite de tutela 
de la referencia, una vez agotado el trámite de ley. 

 
I. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES: 

  
La presente acción de tutela es promovida por el ciudadano NAYIB SADDY 

FRANCO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES 

 

II. ANTECEDENTES:    

 

A. Las peticiones: 

 

La solicitud de amparo constitucional se dirige a que mediante este 

instrumento se tutelen los derechos fundamentales al mínimo vital y móvil, salud y 

vida digna en conexidad con el derecho a la seguridad social, ordenándole a la 

accionada que reintegre al accionante en la nómina de pensionados. 

 

B. Los hechos:  

 

1. Relató que en razón a la discapacidad que sufre el activante desde su nacimiento, 

le fue reconocida la pensión de sobrevivientes con ocasión al fallecimiento de su padre.  

2. Que, para el 1 de mayo de 2022, no se registró el pago de la mencionada 

pensional correspondiente, por lo que lo que, tras indagar, le indicaron verbalmente que 

debía allegar la historia clínica, sin embargo, con posterioridad se rechazó la revisión del 

estado de invalidez aduciendo que “No es revisable por edad y/o por presentar una 

condición de salud no recuperable. Mantiene su condición de invalidez”. 

3. Que han transcurrido aproximadamente dos meses sin que se haya hecho 

efectivo el pago de la mesada pensional o el reingreso a la nómina de pensionados.  

4. Finalmente, aseveró que el actor no tiene más ingresos.  

 

 

 

 



C. El trámite:  

 
 

 Mediante proveído calendado veintinueve (29) de junio del año que avanza, 

este Despacho admitió la acción de tutela de la referencia, concediendo a la 

accionada y a las vinculadas Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle 

del Cauca, Junta Nacional de Calificación de Invalidez y Juzgado Segundo Laboral 

Del Circuito De Popayan-Cauca , el término de un (1) día para que se pronunciaran 

sobre los hechos en que se edificó la acción bajo estudio.  

 

 1. Las Juntas de Calificación, solicitaron ser desvinculadas del presente 

trámite, por cuanto, no habían incurrido en actuación u omisión que vulnere los derechos 

fundamentales del actor.  

 2. Colpensiones, indicó que mediante Oficio del 1 de julio de 2022, se informó a la 

accionante respecto del trámite de reactivación lo siguiente: “una vez analizada la 

documentación allegada  con  base  a  la  normatividad  vigente  y  basados  en  el sistema  

de  información  de  nómina  de pensionados  de  Colpensiones,  ésta novedad fue aplicada 

de forma exitosa en 2022/7/1. La aplicación de la novedad se verá reflejada en el periodo 

de nómina 202207” 

 El Juzgado vinculado guardó silencio pese a estar notificado en debida forma. 

 III. CONSIDERACIONES:  

 

1. La acción de tutela:  

 

El procedimiento diseñado por nuestra Carta Magna para la protección 

efectiva de los derechos fundamentales que ella consagró, lo definió y reguló en su 

artículo 86, al implantar el mecanismo extraordinario y residual de la acción de 

tutela, en donde, no solo se protegió a todas las personas de las acciones y 

omisiones de la autoridad pública, sino que además su radio de aplicación se 

amplió, incluso a la trasgresión provocada por los particulares cuando su conducta 

afecte grave o directamente el interés colectivo o respecto de quienes el solicitante 

se halle en estado de subordinación o indefensión (art. 42 Dto. 2591/91). 

 

1.1. Así también, es menester destacar que la acción de tutela se rige por el 

principio de subsidiariedad, el cual implica que solo proceder cuando el afectado 

no dispone de otro medio de defensa judicial, sin embargo es dable memorar que 

la Corte Constitucional ha determinado que existen dos excepciones: 1 

  

(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las 

controversias no es idóneo y eficaz conforme a las especiales circunstancias del 

caso estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo; y, 

  

(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no 

impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de 

tutela procede como mecanismo transitorio. 

 

                                                           
1 Sentencia T-662 de 2016 M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado 



2. El problema jurídico a resolver: 

 

En virtud del amparo deprecado y la respuesta brindada por la accionada el 

problema jurídico gravita en establecer si la acción de tutela bajo examen se torna 

improcedente, en virtud de la configuración del hecho superado.  

3. Marco legal y Jurisprudencia aplicable al asunto sub examine:  

 

3.1. De la acción de tutela por reconocimiento y pago de pensiones 

 

Es importante tener en cuenta que la Corte Constitucional ha establecido 

una interpretación pacífica y reiterada con respecto al principio de 

subsidiariedad cuando se trata de acciones de tutela que buscan el 

reconocimiento y pago de acreencias pensionales. En este sentido, la Corte 

ha señalado que, con fundamento en el principio de subsidiariedad, el recurso 

de amparo no procede frente a reclamaciones de tipo laboral o pensional, pues 

el escenario idóneo para conocer de dichos asuntos es la jurisdicción ordinaria 

laboral, mediante el ejercicio del medio judicial respectivo.2  

  

No obstante, como fue desarrollado anteriormente, esta Corporación ha 

admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando se trata de 

la protección de derechos de contenido prestacional, como son las acreencias 

pensionales, bien sea como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable, o como medio principal cuando las vías de defensa judicial 

ordinarias no resultan idóneas ni eficaces para la protección de los derechos 

fundamentales trasgredidos3. 

  

Así, la procedencia del amparo para el reconocimiento de prestaciones 

pensionales se sujeta a las siguientes reglas: (i) procede como mecanismo 

transitorio, cuando a pesar de la existencia de un medio ordinario de defensa 

para el reconocimiento de la prestación, este no impide la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable, conforme a la especial situación del peticionario; (ii) 

procede la tutela como mecanismo definitivo cuando el medio ordinario 

dispuesto para resolver las controversias no es idóneo y eficaz, conforme a las 

especiales circunstancias del caso que se estudia.  Además, (iii) cuando la 

acción de tutela es promovida por personas que requieren especial protección 

constitucional, como los niños y niñas, mujeres cabeza de familia, personas en 

condición de discapacidad, personas de la tercera edad, entre otros, el 

examen de procedibilidad de la acción de tutela es menos estricto, a través de 

criterios de análisis más amplios, pero no menos rigurosos.   

  

No obstante lo anterior, la Corte ha considerado que la condición de 

vulnerabilidad o la calidad de sujeto de especial protección constitucional del 

interesado no son suficientes para que, sólo por esa circunstancia, la tutela 

sea procedente en materia pensional.  Por ello, la Corte ha establecido reglas 

                                                           
2 Ver Sentencias T-315 de 2017, M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo y T-471 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz 
Delgado. 
3 Ver Sentencias T-315 de 2017, M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo y T-471 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz 
Delgado. 



jurisprudenciales para estudiar las pretensiones que implican otorgar una 

pensión por vía de la tutela, que consisten en: 

  

“a. Que se trate de sujetos de especial protección constitucional. 

  

b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto 

grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho 

al mínimo vital. 

  

c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y 

judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación reclamada. 

  

d. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el 

medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los 

derechos fundamentales presuntamente afectados.”4 

 

 

3.2. Del hecho superado:  

 

 “(…) la carencia actual de objeto sobreviene cuando frente a la petición de 

amparo, la orden del juez de tutela no tendría efecto alguno o “caería en el vacío” . 

Al respecto se ha establecido que esta figura procesal, por regla general, se 

presenta en aquellos casos en que tiene lugar un daño consumado o un hecho 

superado.  

  El hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción 

de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos 

fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese 

adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo 

tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional.”5  

  En estos supuestos, la tutela no es un mecanismo judicial adecuado pues ante 

la ausencia de supuestos fácticos, la decisión que pudiese tomar el juez en el caso 

concreto para resolver la pretensión se convertiría en ineficaz porque ya no 

existirían.   

 

  4. El Caso Concreto:  

 

 Descendiendo al sub-examine, con el propósito de resolver el problema 

jurídico que plantea la acción, delanteramente se advierte su improcedencia,  

conforme pasa a exponerse.  

 

        En efecto, se evidencia que el objeto del presente trámite constitucional 

subyace en que el activante sea reingresado en la nómina de pensionados, 

                                                           
4 T-009 de 20 
5   Sentencia T-678 de 2011, M.P. Juan Carlos Henao Pérez, en donde se cita la Sentencia SU-540 de 2007, M.P. 
Álvaro Tafur Galvis. Al respecto, el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 dispone que: “[s]i, estando en curso 
la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación 
impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren 
procedentes” y   Corte Constitucional Sentencia T-085 de 2018. M.P. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ. 



actuación que según da cuenta la accionada ya ocurrió, en tanto que la novedad 

concerniente a tal reingreso ya fue registrada y se verá reflejada en el periodo de 

nómina 202207.  

 

        Aunado a lo anterior, también se avista que la accionada informó tal situación 

al accionante mediante misiva BZ2022_8388968_13-1953616 del 1 de julio de 

2022.  

 

       En ese orden de ideas, luce palmario que en el curso de esta acción la entidad 

convocada accedió favorablemente a la pretensión incoada, motivo por el cual la 

intervención de esta Juez constitucional se tornaría innecesaria y en tal medida se 

avista la nugatoria del amparo deprecado por hecho superado.  

 

 

V. DECISIÒN:  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo (8) Civil del Circuito de Bogotá, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la 

ley. 

V. RESUELVE:  

  

PRIMERO: NEGAR por hecho superado el amparo deprecado por la 

activante, conforme lo expuesto ut-supra. 

 

SEGUNDO: ENTERAR a los extremos de esta acción que contra lo aquí 

decidido procede la impugnación, ante el Tribunal Superior de esta ciudad. 

 

TERCERO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más 

expedito y eficaz de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 16 del Decreto 2591 

de 1991. 

 

CUARTO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión, en el evento de que no se impugne la presente decisión. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 

 
EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 
AKB  
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